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El presente trabajo de investigación tuvo como objetivo determinar cuáles son los 
efectos jurídicos de la inobservancia del principio de imputación necesaria en los 
Requerimientos Acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, 2018 -2019. En cuanto 
a la metodología utilizada se siguió tres métodos de investigación en simultáneo; 
los cuales son los siguientes: descriptivo, exegético y método Inductivo; el tipo de 
estudio según el objetivo general fue aplicada; el diseño que se asumió la 
investigación fue no experimental, asimismo en cuanto al diseño de investigación 
analicé teorías fundamentadas; entre ellas, la teoría del caso, teorización de la 
imputación necesaria, teoría del tipo penal y la teoría de la Acusación Penal. 
Asimismo, utilicé el estudio de casos, de los requerimientos acusatoritos de la 
FPEDCF de Moyobamba del año 2018 -2019, en dicho procedimiento se utilizó la 
técnica: Juicio a expertos y análisis de documentos; los instrumentos aplicados 
fueron la guía de entrevista y la guía de análisis de documentos. Con ello se llegó 
a la conclusión que los efectos jurídicos de la inobservancia del principio de 
imputación necesaria en los Requerimientos Acusatorio de la Fiscalía 
Anticorrupción de Moyobamba son negativos, al vulnerar derechos fundamentales, 
entre ellos el derecho de defensa, principio contradictorio y derecho de presunción 
de inocencia.  
Palabras clave: Imputación necesaria, requerimiento de acusación, proposiciones 












The objective of this research work was to determine the legal effects of the non-
observance of the principle of necessary imputation in the Accusatory Requirements 
of the FPEDCF of Moyobamba, 2018-2019. Regarding the methodology used, three 
research methods were followed simultaneously; which are the following: 
descriptive, exegetical and inductive method; the type of study according to the 
general objective was applied; the design that the research was assumed was non-
experimental, as well as regarding the research design I analyzed grounded 
theories; among them, the theory of the case, theorization of the necessary 
imputation, theory of the criminal type and the theory of the Criminal Accusation. 
Likewise, I used the case study of the accusatory requirements of the FPEDCF of 
Moyobamba for the year 2018 -2019, in this procedure the technique was used: 
Trial of experts and document analysis; the instruments applied were the interview 
guide and the document analysis guide. With this, the conclusion was reached that 
the legal effects of the non-observance of the principle of imputation necessary in 
the Accusatory Requirements of the Anti-Corruption Prosecutor of Moyobamba are 
negative, as they violate fundamental rights, including the right of defense, 
contradictory principle and right of presumption of innocence. 
Keywords: Necessary imputation, requirement of accusation, factual propositions 




I.  INTRODUCCIÓN 
El principio de imputación necesaria, constituye un aspecto importante en la 
aplicación de justicia; toda vez, que es una garantía reconocida en el 
ordenamiento Jurídico peruano; mediante el cual se protege que la aplicación de 
la Ley sea de manera, correcta, metódica, transparente y objetiva, ello a través 
del respeto de derechos fundamentales que tiene una persona, que está siendo 
acusada de un determinado delito dentro de un proceso penal. Dicho principio 
está reconocido por el ordenamiento jurídico de carácter internacional, 
específicamente lo encontramos regulado el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, inciso 3 art. 14, en el cual establece, que un acusado tiene 
derecho, a las garantías mínimas, ello incluye ser informado sin dilación alguna, 
sobre la forma detallada, naturaleza y causa de cualquier acusación. Asimismo, 
tiene derecho a que le concedan un tiempo prudente, que sea necesario, para 
que se agencie de los medios probatorios que servirán para su defensa. De igual 
forma el principio en comento está reconocido por la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, la misma que en el numeral 2 del art. 8, señala, que 
toda persona (acusado), tendrá derecho en igual de condiciones sobre las 
mínimas garantías, ello incluye la comunicación, previa y detallada de las 
acusaciones que se formule en su contra, se le debe conceder al inculpado un 
tiempo necesario para que recabe los medios probatorios para su defensa. Cabe 
recalcar que nuestro país es parte de la normativa internacional antes 
mencionada, lo que implica que debe cumplir y respetar dichos dispositivos 
legales durante todo el proceso penal.   
 
En Perú luego que se realizó la reforma en el proceso penal, se mantiene una 
perspectiva de garantismo penal procesal, lo que implica que toda persona 
inmersa en un proceso penal, cuenta con las garantías que reconoce nuestra 
constitución, la cual está basada en un conjunto de principios constitucionales. 
En la Constitución Política el principio de imputación necesaria lo encontramos 
regulado mediante la interpretación del parágrafo d inciso 24. Art. 2 (Principio de 
legalidad), inciso 14 del art. 139 (Derecho de defensa), parágrafo e, inciso 24 art. 
2 (Presunción de inocencia) y el inciso 3 del art. 139 (motivación de las 
resoluciones); toda vez, que el principio de imputación necesaria es la 
manifestación de los referidos principios. Asimismo, lo encontramos regulado en 
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el art. 349 del CPP, del cual se advierte dos aspectos imprescindibles para la 
aplicación diligente en los procesos penales, en primer lugar, reconoce el 
derecho a ser informado sobre la imputación y en segundo lugar que tiene 
característica contradictoria, lo que da origen a un proceso contradictorio y de 
defensa en el ínterin del proceso penal.  
  
La imputación se convierte en necesaria cuando se comunica al acusado que el 
hecho descrito por el Ministerio Público de modo suficiente, se enmarca en el 
tipo penal y dicho hecho le es atribuido a título de autor o participe, el cual está 
debidamente sustentado con medios de prueba. Sobre el referido principio en la 
STC N° 3987-2010-PHC/TC, se ha establecido, que el derecho a ser informado 
de la imputación, está constituido por 03 elementos, los cuales son, 1) Existencia 
de un hecho concreto, 2) Calificación jurídica, 3) La existencia de medios de 
convicción o evidencia. Teniendo en cuenta dichas consideraciones los Fiscales 
al momento de realizar los requerimientos acusatorios, deben utilizar y tener 
presente la directriz mencionada, ello con el objetivo de tener una tesis 
consistente, contundente y con las garantías constitucionales y procesales.  
 
Actualmente la ausencia de imputaciones adecuadas en las audiencias, se ha 
convertido en un problema, más aún en los casos complejos, donde hay 
pluralidad de investigados e imputaciones y al no construir bien la imputación, 
respetando los presupuestos establecidos, los efectos que se presentan inciden 
en el debate de las audiencias, así como en la vulneración de derechos 
fundamentales. Este problema no es reciente, toda vez, que, desde la apertura 
del nuevo sistema acusatorio, la mayoría se ha enfocado en cultivar habilidades 
en la oralidad y al estudio de los parámetros normativos, pero hemos dejado de 
lado un problema fundamental como es la construcción de proposiciones fácticas 
y adecuación correcta en el tipo penal, donde la persona investigada tenga la 
oportunidad de presentar sus descargos.  
 
El problema de calificaciones jurídicas genéricas y proposiciones fácticas 
genéricas deficientemente estructuradas, es recurrente en la FPEDCF de 
Moyobamba, en los cuales los delitos en su mayoría son cometidos por las 
personas que reúnen una cualidad determinada “Intraneus”, solo en algunos 
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casos cuando no mantienen ninguna especialidad se indica que son “Extraneus”; 
de tal manera, que por la complejidad de dichos casos, existe deficiencias en la 
aplicación del referido principio; las mismas que se evidencian en los 
Requerimientos Acusatorios de la referida Fiscalía, siendo materializados en  
etapa intermedia (Audiencia de Control de Acusación), en donde el Juez del 
Juzgado de Investigación Preparatoria de Moyobamba, en reiteradas 
oportunidades ha devuelto los Requerimientos Acusatorios por falta de 
imputación, existiendo con ello una probable vulneración de derechos 
constitucionales, es así, mediante la presente investigación se busca determinar 
cuáles son los efectos jurídicos de la inobservancia del principio de imputación 
necearía en los requerimientos acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba; 
asimismo se desarrollará la adecuada aplicación del referido principio en el 
proceso penal y como es la aplicación en los requerimientos acusatorios; en ese 
sentido, la realidad problemática antes descrita posee una relevancia 
constitucional, toda vez, que de por medio tenemos derechos constituciones que 
dentro de un sistema garantista deben ser respetados, asimismo con el resultado 
de la presente investigación se busca la elaboración de recomendaciones 
jurídicamente viables y justificables que conlleven a que la investigación quede 
validada por sus importancia y relevancia.  
 
Ante la problemática descrita, nos plantemos el siguiente problema: ¿Cuáles son 
los efectos jurídicos de la inobservancia del principio de imputación necesaria en 
los requerimientos acusatorios de la Fiscalía Provincial Especializada en Delitos 
de Corrupción de Funcionarios de Moyobamba, 2018-2019?    
 
Asimismo, la presente investigación se justifica de la siguiente manera: a) 
Justificación por conveniencia: es muy importante; en tanto, se fundamentará 
aspectos importantes para lograr dar respuesta a los interrogantes detallados en 
la realidad problemática.  b). Justificación Social: Toda vez, que el grupo 
beneficiado será los operadores del Ministerio Público, abogados litigantes, los 
investigados por delitos de corrupción de Funcionarios y estudiantes de derecho, 
al garantizar una adecuada aplicación del principio ya mencionado, desarrollar 
su adecuada aplicación, garantizando el respeto de las garantías 
constitucionales dentro de todo proceso, considerado que el investigado es visto 
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como la parte débil de la relación jurídica procesal de orden penal. Asimismo, los 
beneficiados serán los Fiscales Anticorrupción, ya que se determinará cuáles 
son los efectos de la inobservancia del principio de imputación necesaria en los 
requerimientos acusatorios, a fin de considerar dichos puntos para desarrollar 
una correcta aplicación de dicho principio, respetando los derechos 
constitucionales que priman en un proceso penal. c). Justificación teórica: se 
aplica la teoría y la interpretación jurídica, considerando aspectos importantes 
del derecho. Asimismo, mediante el presente trabajo surgirán nuevas ideas de 
estudio que serán de interés social, cuyas recomendaciones pueden dar lugar a 
futuros estudios respecto de la evolución del tema tratado. d). Justificación 
práctica: Ayuda a resolver un problema real, en este caso determinar cuáles son 
los efectos jurídicos de la inobservancia del Principio de Imputación Necesaria 
en los Requerimientos Acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, periodo 2018-
2019, con la finalidad de verificar si en la actualidad los criterios que se aplican 
son válidos o si los mismos afectan derechos constitucionales. e). Justificación 
metodológica: Este trabajo se sustentó primero en la elección y desarrollo de un 
determinado diseño de investigación, que fue aplicado en el contexto de análisis, 
hasta llegar a las recomendaciones que contribuirán a actualizar su contenido y 
poner al servicio de los operadores del derecho.  
 
Dentro de este orden de ideas tenemos el objetivo general, determinar cuáles 
son los efectos Jurídicos de la inobservancia del principio de imputación 
necesaria en los requerimientos acusatorios de la Fiscalía provincial 
especializada en delitos de corrupción de funcionarios de Moyobamba, 2018-
2019. En ese sentido, se plantea los siguientes Objetivos Específicos 1). Verificar 
el cumplimiento de los presupuestos del principio de imputación necesaria en los 
requerimientos acusatorios de la Fiscalía provincial especializada en delitos de 
corrupción de funcionarios de Moyobamba. 2). Identificar cuáles son las 
dificultades en la aplicación del principio de imputación necesaria en los 
requerimientos acusatorios de la Fiscalía provincial especializada en delitos de 
corrupción de funcionarios de Moyobamba, periodo 2018-2019. 3). Identificar los 
Derechos que se vulneran por la falta de Imputación en los requerimientos 
acusatorios de la Fiscalía provincial especializada en delitos de corrupción de 




De esta manera como hipótesis de investigación, tenemos que la inobservancia 
del principio de imputación necesaria en los requerimientos acusatorios de la 
Fiscalía provincial especializada en delitos de corrupción de funcionarios de 
Moyobamba, 2018-2019, si genera efectos jurídicos negativos, toda vez, que 
dicho incumplimiento, vulnera derechos constitucionales como el derecho de 
defensa, presunción de inocencia y principio contradictorio, toda vez, que el 
referido principio es una garantía constitucional que garantiza que el imputado 
tenga conocimiento sobre los hechos que le son atribuidos por el  Ministerio 
Público, a título de autor o participe, el mismo que debe estar debidamente 
sustentado con medios de prueba, sin embargo, al no precisarse la imputación 
del hecho, imputación jurídica e imputación probatoria, no se activa la plenitud 
de sus derechos fundamentales; como contradecir si no se tiene claro los hechos 
imputados, asimismo se vulneraría el derecho de presunción de inocencia; por 
cuanto, es un derecho fundamental que dentro de un proceso penal, requiere de 
una suficiente actividad probatoria de cargo obtenida y ejecutada con las 




















II. MARCO TEÓRICO  
Los antecedentes a nivel internacional de la presente investigación son los 
siguientes: 
Quintero, J. (2015). Formulación de imputación: punto de partida del principio 
de congruencia para la eficacia de las garantías constitucionales del 
justiciable. (Tesis de maestría). Universidad Militar Nueva Granada. Bogotá, 
Colombia. Conclusiones. En la acusación se tiene que incluir los hechos, la 
norma que se va a aplicar y los medios de pruebas que sustenten dicha 
imputación. Para que se pueda cambiar y/o agregar hechos a la acusación, 
los precedentes han establecido, que tal hecho puede concretarse a través 
de una audiencia preliminar ante el magistrado a cargo, puede agregar 
hechos en la imputación, solo en los casos que no se hubiera realizado en 
el escrito correspondiente. Asimismo, concluye que cuando se realiza la 
imputación se activa la plenitud las facultades que tiene todas las personas 
reconocidas en la norma principal.  
 
Carrión, J. (2016). El derecho a la defensa como garantía básica del debido 
proceso. (Tesis de maestría). Universidad de Guayaquil. Guayaquil, 
Ecuador. Conclusiones. Los tratados internacionales, las garantías 
constitucionales y otras fuentes jurídicas, permite a los administradores de 
justicia, la aplicación de garantías, para ello, se tiene que velar por el 
cumplimiento del respeto del derecho de defensa, tutela efectiva, debido 
proceso e imparcialidad.  
 
Zambrano, C. (2018). La aplicación del principio de congruencia procesal en 
el proceso penal Análisis crítico desde la perspectiva del derecho a la 
defensa. (Tesis de maestría). Universidad Andina Simón Bolívar. Quito, 
Ecuador. Conclusiones. El derecho de defensa dentro de un proceso penal, 
permite configurar esa lógica dialéctica donde no solo se considera la 
acusación y las pruebas que presenta el fiscal, sino que también se 
considera la oposición presentada, que incluya los medios probatorios 
presentados por el acusado para controvertir a la Fiscalía, de tal manera, 
que se da la oportunidad al Tribunal Penal de sentenciar lo más correcto 
posible. La acusación fiscal contra una determinada persona, forma el objeto 
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del proceso, por tal motivo da lugar a que pueda presentar sus descargos, 
dicha actividad no es sujeta al azar, ya que es una actividad estratégica, de 
análisis y técnica, que se realiza durante la etapa de investigación y de juicio; 
por ello, es importante que los hechos imputados y luego acusados por la 
fiscalía estén debidamente delimitados para que el acusado pueda ejercer 
su defensa durante el” proceso penal.   
 
Como antecedentes nacionales tenemos los siguientes:  
Martínez, J. (2016). La vulneración del Principio de Imputación Necesaria en 
las Disposiciones Fiscales de Formalización de Investigación Preparatoria. 
(Tesis de maestría). Universidad Nacional de Trujillo. Trujillo, Perú. 
Población: 70 disposiciones fiscales, muestra: 06 Disposiciones fiscales, 
técnica: observación, técnica documental, técnica de síntesis. Conclusiones. 
Las personas encargadas de la acusación no fundamentan de manera 
motivada dichos requerimientos que se sustentan en hechos y que puedan 
ser subsumidas en las proposiciones jurídicas. Asimismo, concluye que pese 
a existir abundante información sobre los hechos investigados, las 
proposiciones fácticas que se consignaron no son construidas considerando 
toda la información.  Por último, señaló que el abogado deberá velar por el 
respeto del principio de legalidad y el abogado tiene que presentar una 
buena defensa, en los casos que no exista una imputación implícita.  
 
Nacion, C. (2016). Vulneración al principio de imputación necesaria en la 
investigación preparatoria, en el distrito judicial de Huánuco, año 2013-2014. 
(Tesis de maestría). Universidad de Huánuco. Huánuco, Perú. Tipo de 
investigación: descriptiva; diseño: descriptivo simple, población: 170 casos, 
muestra: 50 Casos fiscales; técnica: análisis de documentos, fichaje de 
materiales escritos, encuesta a abogados litigantes; instrumentos: fichas de 
análisis documental, cuestionario aplicado a los abogados. Conclusiones. La 
imputación necesaria conforme la percepción del imputado es el núcleo para 
presentar sus descargos, al ser reconocido por los tratados internaciones y 
la constitución, debe ser respetado mientras dure la causa judicial. El fiscal 
tiene por obligación el cumplimiento del principio ya descrito durante todo el 
proceso.  Las facultades y lineamientos que se vulneran al incumplir el 
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principio descrito son: tener un proceso justo, poder presentar su defensa y 
otros.   
 
Ramírez, M. (2018). El principio de imputación necesaria y la garantía del 
debido proceso en los requerimientos de acusación fiscal de los juzgados de 
investigación preparatoria – Huancavelica. (Tesis de maestría). Universidad 
Nacional Hermilio Valdizán. Huánuco, Perú. Tipo de investigación: aplicada, 
diseño: no experimental; población; Expedientes de los juzgados del distrito 
de Huancavelica; muestra: 33 expedientes; técnica: encuesta, revisión 
documentaria; instrumento: cuestionario, ficha de observación. 
Conclusiones. Existe relación positiva entre las variables en los 
requerimientos acusatorios presentados a los juzgados correspondientes 
2017, toda vez, que se evidenció la ineficiencia de las garantías del debido 
proceso, como consecuencia de imputaciones inconsistentes, que dejaron 
vacíos en los que el nivel de incertidumbre fue alarmante, lo que provoco 
acciones judiciales inadecuadas, vulnerando las garantías que por derecho 
tienen los imputados; apreciándose que en el 100% de los expedientes 
analizados la imputación es deficiente, por ende se vulneró garantías.  
  
Del Carpio, A. (2018). El hecho objeto de imputación y el derecho de defensa 
en los procesos penales de Moquegua año 2017. (Tesis de maestría). 
Universidad Privada de Tacna. Tacna, Perú. Tipo de investigación: básica, 
diseño: correlacional, población: 05 Despachos Provinciales Penales y 06 
Despachos Provinciales Penales FPEDCF de Mariscal Nieto – Moquegua, 
muestra: 100 % de la población, técnica: entrevista y encuestas, 
instrumentos: evaluaciones paramétricas. Conclusiones.  Concluye que la 
omisión de comunicar el hecho objeto de imputación al imputado, tiene 
implicancia directa en los descargos presentados por los investigados. 
Asimismo, indica que cumplió con los Objetivos Específicos de la 
investigación, toda vez, que se ha demostrado que existe omisión de 
comunicar el hecho objeto de imputación, es decir, existe una aplicación 
deficiente de la aplicación de la norma que regula la directriz o lineamiento 




Como bases teóricas de la presente investigación tenemos las siguientes: 
La teoría del caso: que constituye la formulación que realiza, tanto la 
acusación como la defensa, respecto de los hechos relevantes dentro de un 
proceso penal, debidamente sustentado con pruebas y fundamentos 
jurídicos; es decir, es la teoría que la fiscalía o defensa, realizan sobre los 
hechos (forma y modo de cómo sucedieron los hechos), atribuyendo 
responsabilidad o no al imputado, ello de acuerdo a las a las pruebas que se 
presentan durante la etapa del juzgamiento. Como lo sostiene Benavente 
(2011), la teoría del caso, cada parte dentro de un proceso tiene que 
defender una posición, esta tiene que estar debidamente acreditado y 
sustentado, con los documentos que puedan respaldar su argumento 
(p.199).  
 
En la doctrina procesal comparada los autores chilenos Andrés Baytelman y 
Mauricio Duce, manifiestan que: cada sujeto procesal tiene armado como va 
a defender a su cliente, consiste en la elaboración de su plan procesal. Es 
una presentación de defensa. Podemos definirla también como nuestra 
versión de cómo se dieron los hechos, esto será posible con la evidencia y 
sustento de los medios probatorios que adjuntaremos (Duce J. y otro, 2001, 
p.13.).  
 
La imputación concreta y el método de la teoría del caso, al respecto el autor 
Mendoza (2015) manifestó, que cada parte procesal pretende probar en el 
desarrollo del juicio. Cada persona sustenta una postura y esta debe tener 
respaldo probatorio, y hechos concretos. En el caso del acusador no solo 
tiene que tener un buen argumento, si no también indicar cual o cuales son 
los delitos que el imputado ha cometido, además tiene que relacionar la 
conducta que ha infringido la norma con el respaldo jurídico (Mendoza, 2016, 
p. 4). 
 
El método de la teoría del caso, tiene que elaborarse de manera correlativa, 
secuencial y ordenada. Las partes puedan defender su postura tienen que 
conocer bien los hechos concretos y el respaldo jurídico. Esta tiene 
elementos que la integran: jurídica, fáctica y convencional; también tiene que 
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tener relación la con la imputación concreta, a fin de los encargados de las 
acusaciones puedan presentar en audiencia una postura sólida, y de la otra 
parte sepa con exactitud cuales son los cargos que le imputan a fin de poder 
presentar una adecuada defensa.  
 
Asimismo, tenemos la teorización del Principio de imputación necesaria, al 
respecto existe un problema la escasa preparación de la parte de la 
acusación de no imputar correctamente los hechos con la calificación 
jurídica. Los efectos que genera dicha deficiencia inciden en el objeto de 
debate de audiencia. Cuando existes deficiencias en las acusaciones por los 
hechos que no señalan correctamente la conducta antijurídica genera que 
las audiencias tengan muchas inconsistencias (Mendoza, 2019, p.80).  
 
La imputación tiene que ser coherente entre las acciones que realizó el 
imputado con la norma que quebrantó (Mendoza, 2019, p. 119). Esta 
coherencia el cual describimos es que se realice una adecuada acusación 
que se interrelacione hecho y norma, de lo contrario estaríamos perjudicando 
a la parte de los descargos, es decir el imputado (Kelsen, 1989, p. 308).  
 
Para Cáceres (2008) la “Imputación, es toda afirmación de que se ha 
realizado un hecho o acción por porte de una persona, que conocemos como 
investigado, esta tiene que ser exacta y no en suposiciones o inferencias que 
pueda indicar el fiscal, así también tiene que precisar el aspecto jurídico que 
ha quebrantado” (p.117). Como se evidencia, al realizarse imputaciones 
claras, específicas y concretas, la persona investigada en el momento que 
se le asigna tiene que presentar sus descargos (ejemplo: A cometió delito de 
colusión agravada, B se coludió con A, sin embargo, se omite precisar cuáles 
serían los actos colusorios); las proposiciones fácticas tienen que ser 
expresadas de manera cronológica.  Si a un imputado no se le detalla 
correctamente los hechos imputados, no se le daría la oportunidad de que 
tenga un adecuado proceso, por lo quedaría en una situación de 




El Principio de la Imputación concreta es la parte central de toda 
investigación y en sede judicial, tiene diferentes objetivos en los caminos que 
se va dando en las mismas; siendo que las partes mas sobresalientes son 
las primeras investigaciones, y así posteriormente hasta llegar a la 
acusación. 
La imputación, se convierte en concreta, cuando está sostenida con 
elementos o inferencias sobresalientes de que existe una conducta que ha 
infringido la norma, los cuales relacionen a la persona que está siendo 
investigada (Mendoza, 2015, p. 104).  
Fines de la imputación concreta, a). - Fin garantista: Es el fin que más ha 
sido señalado por la doctrina, toda vez, que se le permite de esta manera al 
imputado saber de qué se tiene que defender exactamente, si no hubiese 
una imputación necesaria la otra parte no podría presentar sus descargos. 
Para los instrumentos internacionales el principio de imputación surge con la 
acusación, es en ella donde debe haber una imputación detallada al mínimo, 
acerca de que hizo esa persona, donde, como y cuando lo hizo, con quien, 
con la ayuda de quien, con que finalidades, etc.  
 
Otro de los fines es b). - Fin Estratégico: El fin estratégico es poder controlar 
la actividad procesal de las partes. Por ejemplo, en el delito de colusión, 
ahora hay dos tipos de colusión, la primera colusión simple que es una suerte 
de decepción que un funcionario hace a sus deberes funcionales y la 
segunda es la colusión agravada en la que debe existir un daño patrimonial 
al estado; entonces el Fiscal en el nuevo modelo procesal tiene una potestad 
de control que está establecida en el art. 337 inciso 4 del CPP (principio de 
oficialidad de la investigación: el imputado no puede ejercer sus propios 
actos de investigación, todos los actos de investigación es dispuesto por el 
fiscal y ello es discrecional); el fiscal decide si un acto de investigación 
solicitado es o no pertinente, en función al principio de imputación necesaria; 
siendo ello así en el delito de colusión simple si un imputado solicitaría al 
fiscal una pericia contable para que quede demostrado que no existe daño 
patrimonial, entonces el fiscal el fiscal bajo su discrecionalidad no admitiría 
dicho acto, porque el daño patrimonial no es materia de imputación, nadie 
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está imputando que se causó un daño patrimonial al estado, por lo tanto no 
tiene ninguna conducencia que se demuestre si hubo o no daño. Lo mismo 
tendría que hacer el Juez en la audiencia de control de acusación. 
 
Imputación y Etapa Intermedia: Luego de concluida la investigación 
preparatoria, el magistrado garantista es el competente para efectuar un filtro 
exhaustivo de la imputación, es decir verifica la imputación fáctica, jurídica e 
imputación conviccional, con ello emitirá la resolución correspondiente, dicho 
control se realiza en Audiencia de Control de Acusación. La parte central de 
la referida audiencia es cuando se realiza el filtro de que si la conducta de la 
persona investigada constituye o no un quebrantamiento a la norma. 
Para un adecuado control es imprescindible el conocimiento y dominio de la 
teoría constitucional y las que se tenga que aplicar. Conforme a la estructura 
de la imputación, que incluye imputación jurídica, imputación fáctica e 
imputación conviccional (probatorio), en primer lugar, el juez debe evaluar 
los datos de la realidad que viene a ser las proposiciones fácticas, la misma 
que está vinculada directamente con el Juicio de tipicidad, es decir, se tiene 
que evaluar la correcta correspondencia entre la imputación fáctica y jurídica, 
solo así pasara a evaluar la imputación probatoria (Mendoza, 2015, p.112). 
Según Mendoza (2015) señala que: El control material de la imputación, 
exige el dominio y aplicación de la teoría del delito; el control procesal de la 
imputación, exige el dominio y aplicación de la teoría del proceso; y el control 
conviccional, exige conocer las teorías ya mencionadas (p.113). Para la 
evaluación de la imputación concreta se requiere, la utilización de los 
siguientes presupuestos procesales: a). Individualización de la persona 
investigada. b). - Verificación que la conducta de la persona ya no sea 
justiciable. c). Que cumplan con los requisitos de la formalidad.  
De igual manera tenemos la Teoría del Tipo Penal, para el autor Roxin (1979) 
“El tipo penal podemos describirlo como lo expresado en un cuerpo 
normativo que aquella conducta va contra las buenas costumbres y el 
ordenamiento peruano” (p.4). Por su parte Zaffaroni (2007) señaló que “es la 
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descripción de la conducta que es contraria a la norma penal, tiene que estar 
individualizada, además de ser precisa” (p.453). 
Para la elaboración de proposiciones fácticas con significancia típica, es 
necesario la conocer y utilizar la teoría del tipo, toda vez, que las acciones 
se suscitan en la realidad son relevantes, con determinados diseños que no 
siempre son importantes penalmente, de tal forma que la teoría del tipo, 
establece que dichas acciones son escogidos y dando paso a las 
proposiciones fácticas que van a estructurar una acusación. El tipo es el 
punto de necesaria normativa, para construir la imputación del hecho 
punible. Por esa razón, el operador penal, debe dominar el uso de las 
diferentes modalidades del tipo: doloso, culposo, comisivo, omisivo, etc. 
(Mendoza, 2015, p.102). 
Elementos que integran el tipo penal: Nos han indicado que, para 
individualizar hechos notorios, referentes a lo exterior, emplea los elementos 
descriptivos y normativos. Elementos Descriptivos: Estos elementos son 
conceptos provienen de lo normal, es decir, no requieren de una apreciación 
diferente. Ejemplo: Mujer, cosa, matar, etc, y los Elementos Normativos: Son 
conceptos o hechos que si necesitan una apreciación individual para su 
comprensión, o se limitan a una situación de hechos. Ejemplo: funcionario, 
Cosa mueble, honor, etc.   
Asimismo, encontramos en el tipo penal elementos objetivos y subjetivos, el 
primero de ellos, Incluye los hechos y procedimientos que se encuentran 
afuera de lo que la persona puede llegar a hacer. Ejemplo: Falsificar, 
apropiarse, matar, el sujeto activo, el sujeto pasivo, etc, y el segundo hace 
hincapié a los sentimientos y todo lo que tiene relación a lo interno. Ejemplo: 
Animo de lucro, la crueldad, procurar provecho, el dolo, etc.  
De igual forma tenemos en que consiste la acusación, nada menos que es 
el escrito que presenta la fiscalía ante el juzgado, indicando primero el detalle 
de la secuencia de los hechos materia de investigación, los elementos que 
sustentan o dan respaldo a su teoría, los documentos, testimoniales, etc. 
Asimismo señala la pena que se debe aplicar al investigado, la reparación 
civil y la individualización de la persona.  
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Este procedimiento es la formulación que realiza el fiscal para que se dé 
inicio la audiencia (previo al control de acusación) por un hecho delictuoso, 
debidamente sustentado con medios probatorios, al determinar su grado de 
participación del acusado, en el cual se pide que la persona sea sancionada 
con una pena prevista en el tipo penal.  
Roxin, citado por Príncipe (2009), indica que las imputaciones son lo exigido 
por el tribunal. Asimismo, indica que la fiscalía está obligada acusar, en los 
casos que exista motivos suficientes para que se ejerza la acción pública, es 
decir, que exista sospecha suficiente que la persona ha cometido la conducta 
contraria.   
Para el autor Peña Cabrera Freyre nos establece que el origen del derecho 
se encuentra en lo penal, en las imputaciones que se hace a la persona que 
es culpable de un delito.  
El CPP, establece que el requerimiento de acusación debe ser notificado a 
las partes, quienes podrán observar los defectos que hubiere, dentro de los 
10 días hábiles de notificados; es decir, los defectos formales, entre ellos, se 
podrá deducir excepciones, solicitar el sobreseimiento, presentar los medios 
idóneos para la audiencia, y demás presupuestos establecidos en la norma.   
El no cumplir con el requisito principal en los requerimientos acusatorios 
genera como consecuencia que la defensa, pueda interponer lo establecido 
en el código, la misma que  lo prescribe en  el inciso b del artículo 6 del CPP, 
se configura siempre y cuando la acción realizada por el investigado no tiene 
consecuencia penal; asimismo otro mecanismo de defensa es la solicitud del 
sobreseimiento precisado en el inciso 2 del artículo 344 del CPP y por ultimo 
las cuestiones formales por falta de imputación.  
En el CPP, se establece que los requerimientos de acusación deben 
contener el detalle de los hechos y en el supuesto de existir diferentes 
acciones estos deben ser detallados de manera independientes, debe 
realizar una descripción por cada hecho o acción si existe diferentes 
imputados, cada uno tienen una participación diferente en la comisión de un 
delito. El requerimiento acusatorio tiene que ser coherente, es decir detallar 
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las mismas personas y delitos tanto en la formalización como en la 
acusación. 
En la acusación, el Ministerio Público podrá señalar, alternativa o 
subsidiariamente, las circunstancias de hechos que permitan calificar la 
conducta del imputado en un tipo penal distinto, para el caso de que no 
resultaren demostrados en el debate los elementos que componen su 
calificación jurídica principal, a fin de posibilitar la defensa del imputado. 
Asimismo, el fiscal indicará en la acusación las medidas de coerción 
subsistentes dictadas durante la Investigación preparatoria; y en su caso, 
podrá solicitar su variación o que se dicten otras según corresponda.  
El que una persona pueda presentar sus descargos y poder defenderse, está 
reconocido en la constitución (Moreno, 2010, p. 17). Gimeno Sendra (1988) 
describe lo mencionado como: "Cuando una persona es acusada de un 
delito, esta tiene la oportunidad de poder defenderse por intermedio de su 
abogado, presentar en las etapas correspondientes, las pruebas que 
considere pertinentes, mientras no exista una sentencia se presume que no 
es responsable de lo que se le acusa" (p.89). 
También podemos definirla como la presentación de descargos que tiene 
que realizar una persona acusada de un ilícito, además de ser asesorado 
por un conocedor del derecho, es decir un abogado, a fin de que le oriente 
que acciones puede realizar para poder demostrar su inocencia (Cruz,2015, 
p.3). Está garantizado no solo por la carta magna de nuestro ordenamiento, 
también por instrumentos internacionales.  
La persona investigada puede optar por un abogado privado o por uno que 
el estado designe, va a depender si está en condiciones económicas de 
poder cancelar los honorarios. Lo cierto es que sea que tenga abogado 
privado o defensor público, el estado tiene la obligación de velar por el 
respeto y la garantía para que pueda ejercer la facultad que tiene para 
defenderse de los cargos o imputaciones que la fiscalía le atribuye.  El estado 
tiene que actuar de manera imparcial.  
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De acá podemos indicar que existen dos tipos de defensas, de un lado 
tenemos la positiva, el cual la definiremos como aquella el imputado por 
intermedio de su abogado de libre elección participa de manera activa en la 
investigación hasta cuando se encuentre judicializado, presenta pruebas, 
solicita aplicación de herramientas procesales, presenta excepciones, hace 
todo lo posible por desvirtuar lo que alega la otra parte.   
El aspecto negativo, es cuando existe lo que conocemos una mala defensa, 
el abogado no conoce sobre el tema objeto de imputación sea porque no se 
prepara o no tiene la experiencia, por lo que causa indefensión a su 
patrocinado. 
Si a lo largo de las audiencias se realiza una defensa inadecuada, esta 
puede ser objeto de nulidad procesal, no tendría la validez procesal validad 
que se requiere para poder sentenciar a una persona.  
Algo importante que también debemos tener presente es el Principio de 
contradicción; Carol Quiroz (2002) la definición más acertada es la que 
señala este autor, como la oportunidad de poder rebatir y decir lo contrario a 
lo que fiscalía esta acusando, se aplica generalmente en audiencia en la 
realización de los exámenes a los testigos, agraviado, peritos, etc.  (p.3). 
El Principio de Contradicción se encuentra en el Título Preliminar y en El art. 
356° del CPP, se obtiene cuando el magistrado otorga de manera equitativa 
la oportunidad de que cada parte procesal pueda argumentar o defender su 
posición. Un ejemplo de la aplicación del principio mencionado no solo en 
juicio oral, es cuando la fiscalía presenta su escrito de acusación, la otra 
parte tiene diez hábiles de poder presentar todos los medios probatorios 
pertinentes para poder defenderse, los mismos que previa evaluación 
pasaran a juicio oral. Otro ejemplo de este principio es en las diligencias 
preliminares en sede fiscal, la persona puede presentar su escrito para que 
realicen todas las diligencias que crea pertinente, además que su abogado 
puede participar en todas estas, de ahí que este tenga relación con la 
defensa que le asiste al imputado (Cubas, V. 2005, p. 159). 
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 Sin embargo, la etapa estelar de dicho principio como ya se mencionó líneas 
arriba es en el debate judicial, es cuando se realiza la actuación de los 
medios de pruebas, las partes tienen un espacio de tiempo de poder ser 
escuchadas mediante las declaraciones que brindan sea en condición de 
agraviada o imputado. Por lo tanto, se exige que todas las pruebas que son 
actuadas tienen que ser verificadas de manera minuciosa por el magistrado 
a cargo de la audiencia, velando siempre que se respeten los derechos de 
ambas partes (Bovino, A. 1998. p.252). 
Es importante señalar el Derecho de Presunción de Inocencia, la misma que 
tiene contenido constitucional y respaldo a nivel internaciones por diferentes 
organizaciones o instituciones (Catacora, M. 1994, p. 125). Lucchini (1995) 
nos indica que si te acusan de algo tienen que demostrarlo, caso contrario 
tu no eres responsable de dicha afirmación” (p.15).  
El derecho a la presunción de inocencia, la goza toda persona cuando se 
encuentra en etapa de investigación hasta que su situación jurídica no sea 
decidida en juicio oral.  
Asimismo, el derecho a la presunción de inocencia es cuando una persona 
no tiene responsabilidad penal mientras que el encargado de presentar los 
cargos o acusaciones no demuestra lo contrario en la etapa correspondiente, 
nada menos que en juicio oral. Tiene respaldo constitucional, por lo tanto, el 
hecho que alguien se encuentre investigado no se ha probado nada, lo que 










III. METODOLOGÍA  
El método representa la estrategia concreta e integral del trabajo para el 
análisis de un problema o cuestión coherente con la definición teórica del 
mismo y con los objetivos de la investigación. Dada la complejidad del tema, 
esta investigación siguió tres métodos de investigación en simultáneo y de 
modo complementario: 1) Descriptivo: Tiene como objetivo detalles el 
aspecto social y el problema. 2). Exegético. – Es un método de interpretación 
que consiste en analizar la norma jurídica, en el mismo sentido de su 
redacción, por ello se caracteriza por ser un método gramatical o literal con 
estricta obediencia a la Ley; es decir, toda palabra tiene un valor exacto o 
preciso tal como fue redactado por el legislador, se trata de una 
interpretación estricto sensu. 3) Método Inductivo: su característica principal 
es de lo especifico a lo general. 
Los métodos antes descritos nos han permitido llegar a un análisis, 
conclusiones y recomendaciones válidas y viables respecto de los efectos 
jurídicos de la inobservancia del principio de imputación necesaria en los 
requerimientos acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba. Todo ello con el 
fin de aportar en propuestas y análisis concretos para enfrentar dicho 
fenómeno.  
3.1 . Tipo y diseño de investigación 
El enfoque de la investigación  
La investigación es cualitativa, este tipo de investigación consiste en la 
descripción y observación de las situaciones sociales (Barbour, 2013). Sus 
contribuciones están relacionas directamente a las ciencias sociales, 
permitiendo profundizar y conocer las interacciones humanas, también 
permitirá comprender la complejidad de los procesos sociales (Escudero, C. 
Cortez, L. 2018, p.23). 
El autor Monje, (2011) manifiesta que “es el estudio del aspecto social, 
descriptivo y analítico del problema, no tiene bases estadísticas como ocurre 
en la investigación cuantitativa” (p.12). 
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En este mismo sentido, Gómez, M. (2016, p.40) refirió que las investigaciones 
cualitativas tienen diferentes tipos de técnicas e instrumentos que no tiene 
como objetivo recolectar cifras o estadísticas. En la presente investigación 
busco determinar cuáles son los efectos que genera la inobservancia del 
principio de imputación necesaria. 
Tipo de estudio 
Según el objetivo general, mi investigación es aplicada, toda vez, no solo se 
centra en describir la situación del problema, sino busca dar una solución 
(Barbour, 2013), es decir busca resolver un problema de manera concreta y 
especifica de la realidad jurídica, esto es, determinar cuáles son los efectos 
de la inobservancia de la directriz ya mencionada líneas arriba.  
Diseño de investigación 
El diseño de la investigación es “es la forma de cómo se va a obtener la 
información para la investigación” (Hernández, R. 2010, p. 120). En donde se 
realizará la interrelación y contraste de los resultados con las teorías, doctrina, 
base legal y otros en tu discusión.  
El diseño que se asumió fue no experimental, dicho diseño es un estudio como 
su propio nombre lo indica no experimental, es decir, no crea ninguna 
situación, lo que hace es observar situaciones ya existentes, que no han sido 
provocadas por el investigador. En este tipo de investigación las variables 
independientes ya han ocurrido y no pueden ser manipuladas, toda vez, que 
el investigador no tiene control directo sobre dichas variables, por ende, no 
puede influir sobre ellas (Kerlinger, 2002, p. 420).  
En este caso se observó y determinar los efectos jurídicos del principio de 
imputación necesaria en los requerimientos acusatorios de la FPEDCF de 
Moyobamba. 
 La Teoría Fundamentada, hace referencia que la construcción de teoría está 
basada en datos empíricos (Monje, 2011). Asimismo, el autor Arroyo, M. 
(2009) expresa que la teoría fundamentada “se sustenta en un análisis de la 
información y fuentes donde se tiene por objetivo la creación de conceptos, 
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donde se busca descifrar lo más importante dentro de una determinada zona 
de estudio”. 
En ese sentido, en cuanto al diseño de investigación voy analizar teorías 
fundamentadas, entre ellas, teoría del caso, la imputación necesaria, Teoría 
del Tipo Penal y la Acusación Penal. Asimismo, utilizare el estudio de casos, 
en el cual, analizare los Requerimientos Acusatorios de la Fiscalía ya 
mencionada anteriormente  
3.2 . -  Categorías, Sub Categorías y Matriz de categorización 
apriorística 
 










Imputación  Imputación del hecho  Nominal  Imputación  Guía de 
entrevista  
Estructura  Fáctico, normativo y 
probatorio  




la imputación  
Hechos que no tienen 
relación con las 
imputaciones de 
fiscalía.  
Nominal  Perversión de 






Base Legal – 
Cumplimento 
de requisitos  
Art. 349 del C.P.P.  Nominal  Base Legal – 
Cumplimiento 















Tabla 01: Categorías, Sub categorías y matriz de categorización 
apriorística 
3.3. Escenario de Estudio  
Es en la FPEDC de Moyobamba, toda vez, se determinará los efectos jurídicos 




En la investigación intervinieron: un Fiscal de la FPEDCF de Moyobamba y 
abogados especialistas en derecho penal, quienes son especialistas que 
conocen la materia jurídica.  
 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 
Técnicas: 
La recolección de datos, cada investigado optando un buen criterio decide que 
técnicas aplicará en su investigación. Esto ayudará a dar respaldo al contenido 
investigado (Behar, 2008. p. 54). En este caso se aplicaron las siguientes 
técnicas de recolección de datos: 
La entrevista (Juicio de expertos): Muñoz señala que “La entrevista es una 
manera de obtener lo que las personas piensan sobre el tema que es 
entrevistada sobre un determinado tema, para que, de acuerdo a ello, se 
interprete lo necesario para la investigación” (1998, p. 82). El Juicio de Expertos 
fue consistió en la entrevista a 6 expertos en materia penal. Teniendo en cuenta 
a los operadores jurídicos se consideró a los siguientes: 01 Fiscal de la FPEDCF 
de Moyobamba y 05 abogados especialistas en Derecho Penal, quienes son 
especialistas que conocen la materia jurídica, referente al principio de imputación 
necesaria y requerimientos de acusación.  
 
Análisis de documentos: En el presente caso el análisis De Documentos: 
Consistente en la interpretación y análisis de 03 documentos (R.N.-367-2018-del 
Santa, RN N° 3211-2014-Lima-Sur y CAS. 814-2015-JUNIN) que van a respaldar 
nuestra postura en la presente investigación.  
 
Instrumentos:  
Vienen a ser herramientas que se emplean o aplican durante el proceso de 
recolección de dados, así mismo sostienen que los instrumentos se seleccionan 
a partir de una técnica previamente seleccionada (Sánchez y Reyes, 2006). Se 
ha utilizado los siguientes instrumentos: 
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Guía de entrevista: Preguntas abiertas para captar datos conteniendo respecto 
a las categorías que se ha descrito líneas arriba.  
Guía de análisis de documentos: Medio para la captación de información 
relacionada con el objeto motivo de la investigación. 
3.6. Procedimiento 
El procedimiento de la investigación consiste en el análisis de las teorías 
fundamentadas, en este caso, la teoría del caso, la imputación necesaria, teoría 
de tipo penal y la Acusación Penal.   
3.7. Rigor Científico 
Ratcliffe y González-del Valle, (2000) manifestaron que “es cumplir con las 
exigencias de una investigación, pone realce a la interpretación del investigador” 
(p.57). 
Asimismo, el autor según Babbie, (1995) manifestó: “La fiabilidad es una 
aplicación a la investigación de que se realizará conforme los resultados y con 
información veraz. La validez consiste en que los instrumentos que se 
emplearan, la respalden personas especialistas en la materia” (p. 165).  
No hay atajos para hacer algo con calidad y sobre todo con creatividad. Cabe 
precisar que se ha puesto en práctica el pensamiento y la crítica analítica que 
todo investigador necesita, además se ha respetado el aspecto moral y ético.   
En ese sentido, durante el desarrollo de la investigación cualitativa, se realizó un 
trabajo de calidad cumpliendo en lo posible con el rigor de la metodología de la 
investigación, estableciendo criterios como la credibilidad, confiabilidad, validez 
y objetividad. La investigación cumple con rigores científicos que son detallados 
a continuación:  
- Credibilidad o valor de verdad: los resultados que se colocaran en la 
investigación no son inventados, son reales y tienen respaldo 
argumentativo. 
- Aplicabilidad o Transferibilidad: la información obtenida no puede ser 




- Dependencia: implica que los resultados y los datos obtenidos son reales 
y sólidos, porque se han aplicado de manera adecuada los instrumentos 
ya descritos anteriormente.  
3.8. Método de Análisis de información  
Se realiza a través de la Teoría Fundamentada, que lograremos obtener 
mediante nuestras técnicas de investigación, en este caso mediante el juicio de 
expertos y el análisis documental.  
3.9. Aspectos éticos  
La presente investigación se ha realizado con ideas propias y postura adoptada 
por el investigador, se ha respetado las normas del APA, asimismo se ha seguido 
los lineamientos y directrices de la Universidad.  
Por otra parte los resultados se ha respetado el aspecto moral, ético y 
















IV. RESULTADOS  
A continuación, se describen y analizan los distintos resultados obtenidos a lo 
largo de la presente investigación. Cabe indicar que son resultados obtenidos de 
distintas fuentes: Entrevista, normativo, análisis de documentos y estudio de 
casos.  
Se creyó conveniente para el presente estudio el juicio de expertos el cual se 
materializó mediante la técnica de juicio de expertos, instrumento guía de 
entrevista, a través del cual se recogió las versiones de cada uno de los 
entrevistados según su especialidad y función que cumplen en el tratamiento del 
problema de estudio. Es así que se entrevistó a 01 fiscal Anticorrupción de 
Moyobamba y 05 abogados litigantes. Cada uno desde su perspectiva y 
experiencia dio sus aportes e información relevante que contribuyeron a 
demostrar los argumentos planteados, cabe señalar que dichos entrevistados 
fueron elegidos por su conocimiento, experiencia, dominio del tema investigado 
e implicancia en el mismo. Los resultados obtenidos han sido constatados con 
otros resultados obtenidos a fin de poder presentar una discusión objetiva, la 
misma que se detallara en el siguiente punto (discusión).  A continuación, se 
detallan los datos de los entrevistados.  
Tabla 02: Ficha guía de entrevista 
Entrevistados  Descripción  
Abg. Richard Edward Paz Farro  Fiscal Adjunto Provincial de la 
FPEDCF de Moyobamba 
Abg. Alexander López Gómez Defensor Público  
Magister en Derecho Penal 
Abg. Napoléon Armstrong Salas 
Velasquez 
Magister en Derecho Penal 
Abogado Litigante 
Docente Universitario (UCV) 
Abg. Atila Lujan Robles Abogado Litigante 
Estudio Jurídico Lujan  
Abg. Manuel Alva Jarama Abogado Litigante 
Estudio Jurídico Alva 
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Abg. Paulo César Díaz Jiménez  Magister en Ciencias Penales por la 
USMP 
Abogado Litigante 
Docente Universitario  
 
Se pasa a detallar los objetivos específicos de la investigación:  
En cuanto al primer objetivo específico referente a verificar el cumplimiento 
de los presupuestos del principio de imputación necesaria en los 
requerimientos acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, se llegó a los 
resultados a través del trabajo realizado mediante el juicio de expertos, 
materializado en la Guía de entrevista; para lograr este objetivo se planteó las 
siguientes preguntas:  
1). ¿Considera que los Requerimientos Acusatorios de la FPEDCF de 
Moyobamba, cumple con los presupuestos del principio de imputación 
necesaria?   
Ante esta pregunta, los entrevistados respondieron lo siguiente: 
Según López, manifestó que no se cumple con los presupuestos del principio de 
imputación necesaria, porque no existe un hecho claro, básicamente en el modo, 
es decir, no se precisa de manera clara la forma y circunstancia de cómo se 
realizó el hecho delictivo, no se respeta los tres elementos de la imputación 
necesaria, que una acusación debe tener los cuales son los siguientes:  Hecho 
claro; imputación; y elemento jurídico.  
Por su lado Paz, indica que en algunas oportunidades no se cumple con el 
principio de imputación necesaria en los Requerimientos Acusatorios; toda vez, 
que no se precisa de manera clara y precisa los hechos que se le atribuye al 
acusado, es por ello que el Juzgado de Investigación Preparatoria, ha devuelto 
requerimientos Acusatorios a fin de que sean subsanados, conforme lo establece 
el artículo 352 del CPP.  
Según Salas, señalo que en criterios generales que las acusaciones fiscales, no 
cumplen suficientemente con los parámetros establecidos en el principio de 
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imputación necesaria, debido a que no existe un juicio de tipificación suficiente, 
basados en los fácticos del tipo penal, es decir que utilizando los hechos, 
circunstancias, o datos propios de la exteriorización de los comportamientos 
suscitados en el mundo real, en términos de proposiciones fáticas; 
lamentablemente utilizan términos genéricos, vagos, desconectados del mundo 
factico, que sólo denotan un parafraseo de la norma penal.  
Para Lujan, señalo que, en la mayor parte de los Requerimientos Acusatorios, 
no se cumple con los presupuestos que integran el principio de la imputación 
necesaria; conforme la normativa legal vigente, corresponde exclusivamente al 
Ministerio Público no solo promover la acción penal dictado la Disposición Fiscal 
de Formalización de Investigación preparatoria (Artículo 336 del CPP), sino 
además introducir la pretensión penal a través de la acusación fiscal. Según el 
artículo 349 del Código acotado, la acusación fiscal no solo debe formular una 
relación clara y precisa del factum y la relación de circunstancias que 
correspondan, sino además debe precisar el artículo de la ley penal que tipifique 
el hecho, la cuantía de la pena que se solicite y las consecuencias accesorias.  
Por su parte Alva, manifestó que la pregunta tenía una amplia connotación, en 
la medida que la fiscalía aludida se compone de varios fiscales, cada uno con 
sus propias particularidades en temas de redacción, estilo, metodología y 
perspicacia jurídica material y procesal. Sin embargo, en su experiencia 
profesional han sido pocas las oportunidades que ha cuestionado vía tutela de 
derechos o excepción de improcedencia de acción la ausencia de imputación 
necesaria, en la etapa de investigación preparatoria. Eso significa también, que 
generalmente nuestro cuestionamiento se realiza en la etapa intermedia a través 
del sobreseimiento o de la excepción citada. En suma, tanto la formalización de 
la investigación preparatoria cuanto la acusación propiamente dicha, en la 
mayoría de casos que le ha tocado defender han pasado el tamiz del control de 
legalidad a cargo de juez de garantías.  
Aunado a ello Díaz, manifestó que no se cumple con los presupuestos del 
principio de imputación necesaria, en la realidad sucede que todas las fiscalías 
bajo la premisa de que la “sospecha es progresiva”, entre la formalización de 
investigación preparatoria, acusación y juzgamiento, en realidad del Alto Mayo 
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se puede evidenciar que cuando la FPEDCF comunica al Juez de Investigación 
Preparatoria la DFYCIP, los abogados solicitan se precise imputación necesaria, 
sin embargo a veces deniegan estos pedidos pues el RMP utiliza como excusa 
que la sospecha es progresiva y posteriormente se irán consolidando más datos, 
sin embargo concluida la investigación preparatoria realizando un comparativo 
entre la DFIP y la Acusación, se tiene que los defectos de imputación necesaria 
no se superan, lo que da cabida a que los abogados observen formalmente y el 
Juez de Investigación Preparatoria devuelva la acusación cuantas veces sea 
necesaria para subsanarla formalmente.  
Asimismo, se consideró la siguiente interrogante  
 
2) ¿Considera usted que los Requerimientos Acusatorios de la FPEDCF de 
Moyobamba, cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 349 
del Código Procesal Penal, lo cual permite pasar el control formal y material 
en la audiencia de control de acusación?  
Ante esta pregunta, los entrevistados respondieron lo siguiente: 
 
López, consideró que, si señalan la estructura y cumplen los requisitos del art. 
349 del CPP, en los casos que solo existe un acusado; sin embargo, cuando 
existe más de 2 acusados no se cumple con los requisitos establecidos en el 
inciso b y h del referido artículo, toda vez, que no se detalla los hechos 
precedentes, concomitantes y posteriores por cada imputado, de igual forma no 
se separa los medios probatorios.  
 
De igual forma Paz, refirió que en algunas oportunidades se ha incumplido con 
lo establecido en el artículo 349 literal b) del CPP, toda vez, que no se ha 
realizado una relación clara y precisa del hecho atribuido; de igual manera en 
algunas oportunidades los medios de prueba han sido genéricos, es decir, no se 
ha señalado los medios probatorios por cada acusado.  
 
Por su parte Alva, manifestó que la mayoría de casos sí cumplen con los 
requisitos. Aunque también han ocurrido casos en que carpetas fiscales –sobre 
todo en la etapa intermedia- han sido devueltas por razones que inciden en la 
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falta de imputación necesaria, con la ausencia de una clara individualización de 
los hechos.  
Asimismo, Díaz refirió que no cumplen, es por ello que cada vez que los 
abogados observan formalmente el requerimiento acusatorio, los jueces de 
investigación preparatoria declaran fundadas las observaciones y devuelve la 
acusación cuantas veces sea necesario. 
 
Del trabajo realizado mediante el análisis de documentos, ejecutado con la guía 
de análisis de documentos, en la cual se desarrolló el R.N.-367-2018-del Santa, 
RN N° 3211-2014-Lima-Sur y CAS. 814-2015-JUNIN, que fueron analizados, 
teniendo como resultado que el derecho de imputación está constituido por tres 
elementos configuradores: a). Hecho concreto (STC N° 8125-2005-PHC/TCC), 
b). Imputación Jurídica (STC N° 06079-2008-PHC/TC), c). Existencia de medios 
de convicción (STC N° 5325-2006-PHC/TC; 9544-2006-PHC/TC). Dichos 
requisitos han sido analizados en el estudio de los siguientes casos:  
Tabla 3: Ficha - Estudio de Casos  
Dato Descripción 
Fiscalía  FPEDCF – Moyobamba 
N° de Carpeta Fiscal  - 111-2016 – Fecha 28-09-2018  
- 119-2011 – Fecha: 12-11-2018 
- 28-2017 – Fecha: 14-12-2018 
- 47-2019 – Fecha: 02-04-2019 
- 52-2017 – Fecha-: 14-05-2019 
- 6-2018 – Fecha: 09-08-2019 
- 43 -2017 – Fecha: 27-08-2019 
- 65-2019 – Fecha:17-09-2019  
- 20-2019 – Fecha: 04-10-2019 
- 100-2019 – Fecha: 04-10-2019 
Delitos  - Colusión Agravada 
- Negociación Incompatible, 
Falsificación de Documento Público. 
- Negociación incompatible.   
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- Negociación Incompatible. 
- Negociación incompatible o 
aprovechamiento indebido del cargo.  
- Colusión Agravada, peculado.   
- Cohecho Pasivo Propio en Ejercicio 
de la Función Policial.  
- Cohecho Pasivo Propio. 
- Concusión  
- Peculado Culposo  
Número de acusados  3; 4; 1; 5; 4; 6; 1; 2; 2; 2;  
Total, de casos analizados  10 
 
Del análisis del estudio de casos de los requerimientos acusatorios de la 
FPEDCF de Moyobamba, periodo 2018 -2019, se verifica situaciones comunes 
y generales en todos los requerimientos, obteniendo el siguiente resultado, 
- No se cumplió con los presupuestos del principio de imputación 
necesaria, más en los casos, que existe pluralidad de investigados y de 
delitos, en dichos casos los hechos se consignaron de manera general 
para todos los imputados.   
- No se precisó cuáles serían los actos colusorios realizados, que 
encuadren en el tipo penal de Colusión Agravada.  
- En cuanto a los medios probatorios ofrecidos, se consignaron de manera 
genérica para todos los acusados.  
- No se cumplió con los requisitos de imputación necesaria los hechos 
imputados se señalaron de manera genérica, no se precisó el modo de 
cómo sucedieron los hechos.  
- Se evidencio excesivas proposiciones fácticas no vinculadas al hecho, 
transcripción del informe de Contraloría, imputación genérica, débil 
presencia de imputación.  
- Elementos de convicción genéricos que no precisa su pertinencia, 
conducencia y utilidad. 
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- Calificación jurídica es deficiente, en el petitorio solicita acusación por el 
delito de colusión agravada y peculado, detallando los hechos en base a 
dicho delito; sin embargo, en el punto de fundamentación jurídica y 
cuantía de la pena, varia el delito a Negociación Incompatible.  
- Imputación del hecho deficiente, la acusación se ha realizado con mera 
sindicación,  
- En cuanto a la imputación probatoria, no se ha detallado los elementos 
de prueba por cada uno de los acusados.  
Ahora bien, con respecto al segundo objetivo específico referente a 
identificar cuáles son las dificultades en la aplicación del principio de 
imputación necesaria en los requerimientos acusatorios de la FPEDCF de 
Moyobamba, periodo 2018-2019, a través del trabajo realizado mediante el 
juicio a expertos, materializado en la guía de entrevista, de las preguntas 
realizadas se tiene el siguiente resultado:  
1). ¿Qué dificultades considera usted que existe en la aplicación del 
principio de imputación necesaria en los requerimientos acusatorios de la 
FPEDCF de Moyobamba? 
Ante esta pregunta, los entrevistados respondieron lo siguiente: 
 López, consideró que las dificultades en la aplicación del principio de imputación 
necesaria se dan porque en muchos casos el trabajo que realizan los Fiscales 
Anticorrupción es mecánico; utilizan plantillas de un mismo delito, lo que genera 
que no delimiten correctamente los presupuestos del principio imputación 
necesaria.  
Por su parte Paz, consideró que las dificultades se dan por la falta de un mayor 
análisis de los actuados a efectos de poder aplicar correctamente el principio de 
imputación necesaria.  
Según Salas, refirió que en sí no existen dificultades en la aplicación del principio 
de imputación necesaria, pues no existe algún factor externo a los operadores 
fiscales que les impida aplicarlos; lo que ocurre es que no estructuran los juicios 
de tipificación desde la Formalización de Investigación Preparatoria, ni son 
corregidos o retroalimentados, con las ampliaciones de formalización, que 
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permitan una imputación necesaria y acabada para la Acusación Fiscal; en este 
sentido considero que debe de recibir talleres de capacitación sobre las Teorías 
de la Imputación Jurídica Penal, que le permita optimizar su aplicación al caso 
concreto.  
Por su parte Lujan, manifestó que las causas son (i) la falta de experiencia del 
personal que efectúa las investigaciones, (ii) la falta de independencia y 
autonomía de los funcionarios para efectuar sus decisiones dentro de una 
investigación, (iii) informes efectuados por órganos de control confusos, carentes 
de objetividad, generan una gran dificultad para efectuar una correcta imputación 
al acusado. 
De acuerdo a Alva, ha referido que muchas veces ocurre por anteponer criterios 
persecutorios antes que aplicar el principio de objetividad en la investigación 
haciendo que se desnaturalice el deber del acusador de ser ante todo un 
“custodio de la ley”. Situación que implica que se pierda el sentido de la 
investigación, fundando o agravando la responsabilidad del imputado o 
eximiendo, extinguiendo o atenuando su condición de investigado, tomando 
como norte el estricto respeto al principio de legalidad. Esta pérdida de 
objetividad hace que se genere una errada subsunción normativa de los hechos, 
la que nos lleva inexorablemente a una afectación al principio de imputación 
necesaria. Otras veces ocurre por la deficiente investigación fiscal. 
Según Díaz, refirió que al respecto la norma es clara, pues el artículo 349° del 
NCPP regula que la acusación además de ser motivada contendrá (entre otros) 
la relación clara y precisa del hecho que se atribuye al imputado, con sus 
circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores, además del Acuerdo 
Plenario N° 002-2012/CJ-116, del Recurso de Nulidad N° 956-2011-Ucayali, y 
de la Sentencia EXP. N° 3390-2005-PHC/TC. 
En la siguiente interrogante  
2) ¿Cuáles son las causas frecuentes por las cuales los requerimientos 
acusatorios, son devueltos en la audiencia de Control de acusación? 
 Según López, manifestó que básicamente no se señala los hechos claros (no 
delimita hechos precedentes concomitantes y posteriores); no se detalla de 
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manera ordenada los medios probatorios (no se delimita por cada acusado) y el 
grado de participación.  
Por su parte Paz, indicó que la causa frecuente por las cuales los requerimientos 
Acusatorios son devueltos es porque no existe una imputación clara y precisa de 
los hechos, sobre todo cuando existe pluralidad de imputados, es decir, no 
habido una imputación individualizada.   
De igual forma Salas, indico que existen varios supuestos, entre ellos que las 
acusaciones fiscales, omiten concretizar los facticos de la imputación penal, o si 
lo hacen son genéricos, vagos, gaseosos en términos de proposiciones jurídicas 
del tipo penal, y no de los hechos del caso concreto. Asimismo, la mayoría de 
acusaciones fiscales, solo se componen de tres partes, hechos anteriores, 
concomitantes y posteriores, es decir la descripción cronológica de los hechos, 
sin antes precisar cuál es la imputación concreta o necesaria del requerimiento 
fiscal. 
Asimismo, el Abogado Alva, manifestó que generalmente ocurren en el primer 
filtro del control de legalidad, esto es, en el control formal. Y se produce por temas 
de imputación necesaria (ausencia de relación clara y precisa que se atribuye al 
imputado) y accesoriamente en yerros de cuantía de la pena solicitada o al 
momento de establecer la calificación jurídica.  
Aunado a ello el Díaz, manifestó la causa es por no precisar los verbos rectores 
atribuidos a los acusados, atendiendo que los delitos contra la administración 
pública son complejos en cuanto a la tipificación. Además de que, en caso con 
pluralidad de acusados, la FPEDCF no delimita donde inicia y termina la 
conducta de cada uno. Finalmente, por falta de desarrollo de las circunstancias 
precedentes, concomitantes y posteriores. 
Dichos resultados concuerdan con el estudio de casos realizados a los 
requerimientos acusatorios antes detallados, evidenciándose que en cuanto al 
formulismo de la acusación los hechos precedentes, concomitantes y posteriores 
se han realizado de manera genérica; es decir, en el caso de varios imputados 
no se realizó la separación de dichos hechos por cada acusado. no se evidencia 
una imputación concreta.  
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En cuanto al tercer objetivo específico referente a identificar los derechos 
que se vulneran por la falta de imputación en los requerimientos 
acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, periodo 2018 -2019, a través del 
trabajo realizado mediante el juicio de expertos, materializado en la Guía de 
entrevista, de las preguntas planteadas se tiene el siguiente resultado:  
1). - ¿Qué derechos considera usted que se vulnera por la falta de 
Imputación Concreta en los Requerimientos Acusatorios?  
Según López, “refirió que la inobservancia del principio de imputación necesaria 
vulnera el Derecho de defensa reconocido en el inciso” 14 del art. 139 de la 
Constitución y el artículo 9 del Título Preliminar del código Procesal Penal. De 
igual “forma el Abog. Richard Edward Paz Farro -Fiscal Adjunto Provincial de la 
FPEDCF Moyobamba, manifestó que los derechos que se vulneran es el 
derecho de defensa, debido proceso, y” legalidad.  
Por su parte Salas, indico que se afecta el derecho de defensa, primero porque 
normalmente no establecen cual es el supuesto normativo materia de acusación, 
sino que se limitan a una copia y pega de la norma penal, sin subsumir los hechos 
del caso concreto, en los diferentes supuestos normativos que normalmente 
contienen los tipos penales en materia de delitos contra la administración pública. 
Asimismo, al no existir una imputación concreta, causa indefensión pues no se 
precisa cuáles son los elementos materiales de cargo en concreto, impidiendo 
materializar una defensa eficaz.  
Por su parte Alva, manifiesta que la imputación necesaria al estar vinculada con 
las garantías esenciales del debido proceso, su falta de concreción afecta 
básicamente el derecho de defensa en general y el derecho a la contradicción 
en particular, en tanto y en cuanto el imputado tiene el derecho irrecusable de 
conocer con toda precisión y exactitud el delito que se le atribuye haber 
cometido. Asimismo, Díaz manifestó que, en primer lugar, el derecho a ser 
informado de los cargos atribuidos, asimismo el derecho de defensa y el principio 
de motivación de la acusación. 
En ese sentido; una vez desarrollado los resultados de los objetivos específicos, 
se llegó al resultado de objetivo general referente a determinar cuáles son 
34 
 
los efectos jurídicos de la inobservancia del principio de imputación 
necesaria en los requerimientos acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, 
2018 -2019, a través del trabajo realizado mediante la entrevista a expertos, de 
las opiniones de los especialistas se obtuvo como resultado que no se respeta 
el principio imputación necesaria en los requerimientos acusatorios de la referida 
fiscalía, dicha inobservancia genera efectos jurídicos negativos como la 
vulneración del derecho de defensa; lo cual coincide con el resultado del estudio 
de caso en el que se tiene como resultado que no se cumple con la aplicación 
del principio de imputación necesaria; en ese sentido, al vulnerarse dicho 
derecho trae como consecuencia la vulneración del principio contradictorio, el 
mismo que es el derecho que cada parte procesal (en este caso el acusado), 
tiene para tomar conocimiento respecto de los actos procesales que se realizan 
en el proceso penal (que incluye las imputaciones realizadas), ello con la 
finalidad de poder intervenir y defenderse, sin embargo,  al no precisarse la 
imputación del hecho, imputación jurídica e imputación probatoria, no se activa 
la plenitud de sus derechos fundamentales, como contradecir si no tienes claro 
los hechos imputados, siendo ello así, otro de los efectos jurídicos es la 
vulneración del derecho de presunción de inocencia, este último es un derecho 
fundamental que inclina la balanza a favor del imputado (acusado) al exigir 
dentro de un proceso penal, la existencia de un alto nivel de certeza para que se 












La presente discusión se plantea a partir de los distintos resultados obtenidos 
que han sido detallados anteriormente: análisis de fuente documental, juicio de 
expertos, antecedentes, teorías relacionadas al tema y finalmente se dejan 
abiertas las perspectivas y desafíos que la investigación deja abierta, toda vez 
que creemos que el tema (imputación concreta) no se agota en esta 
investigación. Sin embargo, es necesario precisar que sí hemos cumplido con 
los objetivos planteados y se ha demostrado los argumentos planteados ya que 
se ha procurado contar con fuentes de información válidas, debidamente fiables. 
Los entrevistados (Fiscal y abogados litigantes especialistas en materia penal) 
cada quien aportó con su experiencia y su punto de vista; y todos consideran 
que no se cumple con el principio de imputación necesaria en los Requerimientos 
Acusatorios de la Fiscalía Anticorrupción de Moyobamba; toda vez, que no se 
cumple con los presupuestos del principio de imputación necesaria, porque no 
existe un hecho claro, básicamente en el modo, es decir, no se precisa de 
manera clara la forma y circunstancia de cómo se realizó el hecho delictivo. 
Asimismo, en los requerimientos acusatorios no separan los medios probatorios 
por cada acusado y tampoco existe una descripción típica adecuada, toda vez, 
que no señala con claridad todos los elementos descriptivos del tipo penal; es 
decir, no se respeta los tres elementos de la imputación necesaria, que una 
acusación debe tener los cuales son los siguientes:  Hecho claro (tiempo, lugar 
y modo); imputación probatoria (se tiene que acreditar con los medios 
probatorios); y elemento jurídico (tiene que precisarse el tipo penal, es decir, se 
debe describir el tipo objetivo y el tipo subjetivo). 
En cuanto al cumplimiento de los presupuestos del art. 349 del CPP en los 
requerimientos acusatorios en la fiscalía antes mencionada, los entrevistados 
concuerdan que dichos requerimientos si se señalan la estructura y cumplen los 
requisitos del art. 349 del CPP, en los casos que solo existe un acusado; sin 
embargo, cuando existe más de 2 acusados no se cumple con los requisitos 
establecidos en el inciso b y h del referido artículo, toda vez, que no se detalla 
los hechos precedentes, concomitantes y posteriores por cada imputado; de 
igual manera en algunas oportunidades los medios de prueba han sido 
genéricos, es decir, no se ha señalado los medios probatorios por cada acusado.  
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Todos los entrevistados, sobre todo los abogados litigantes, coinciden en señalar 
que los derechos que se vulneran ante la inobservancia del principio de 
imputación necesaria es el derecho de defensa, debido proceso, y legalidad. Se 
afecta el derecho de defensa, primero porque normalmente no establecen cual 
es el supuesto normativo materia de acusación, sino que se limitan a una copia 
y pega de la norma penal, sin subsumir los hechos del caso concreto, en los 
diferentes supuestos normativos que normalmente contienen los tipos penales 
en materia de delitos contra la administración pública, que por su naturaleza son 
complejos en su estructura típica, con muchos componentes en su estructura 
objetiva y subjetiva. Por otro lado, al no existir una imputación concreta, causa 
indefensión pues no se precisa cuáles son los elementos materiales de cargo en 
concreto, impidiendo materializar una defensa eficaz, afectando además el 
derecho a conocer los cargos concretos del presunto aporte delictivo que se le 
está imputando. 
Por lo general los entrevistados tuvieron puntos convergentes y coincidentes, 
sobre en incidir que la recomendación más que en modificatorias de normas y 
producción jurisprudencial, sería constante capacitación dogmática, técnica, 
casuística, jurisprudencial y examen de idoneidad de los operadores jurídicos 
que representan a la FPEDCF, además de una gran vocación al servicio de la 
sociedad, ello, nos permitirá eficacia el cumplimiento del rol encomendado..  
Ahora bien, respecto del trabajo realizado mediante el análisis de documentos 
se tiene como aporte importante a la investigación, la Casación N°814-2015 – 
JUNIN, en la cual se ha establecido que el derecho de imputación, está 
constituido por tres elementos configuradores: Hecho concreto, Imputación 
Jurídica y Existencia de medios de convicción. Los cuales han sido analizados 
en el estudio de casos de los requerimientos acusatorios de la FPEDCF de 
Moyobamba, periodo 2018 -2019, del mismo que se determinó que en el 
requerimiento acusatorio de la C. F. 111-2016, de fecha: 03-10-2018, no se 
cumplió con los presupuestos del principio de imputación necesaria (de los 03 
acusados solo de 01 se precisó los cargos imputados de manera detallada, 
respecto de 02 de los acusados no se precisó cuáles serían los actos colusorios 
realizados, que encuadren en el tipo penal de Colusión Agravada. Asimismo, en 
cuanto a los medios probatorios ofrecidos, se consignaron de manera genérica 
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para todos los acusados); de igual forma en el requerimiento acusatorio de la C. 
F. 126-2013, del 12 de noviembre 2018, no se cumplió con los requisitos de 
imputación necesaria (los hechos imputados se señalaron de manera genérica, 
no se precisó el modo de cómo sucedieron los hechos. Asimismo, en cuanto a 
los medios probatorios ofrecidos, se consignaron de manera genérica para todos 
los acusados); en el requerimiento Acusatorio de la C.F. 6-2018, de fecha: 09-
08-2019, tampoco se cumplió con el principio de imputación necesaria (En este 
caso se evidencio excesivas proposiciones fácticas no vinculadas al hecho, 
transcripción del informe de Contraloría, imputación genérica, débil presencia de 
imputación; elementos de convicción genéricos que no precisa su pertinencia, 
conducencia y utilidad. Asimismo, la calificación jurídica es deficiente, en el 
petitorio solicita acusación por el delito de colusión agravada y peculado, 
detallando los hechos en base a dicho delito; sin embargo, en el punto de 
fundamentación jurídica y cuantía de la pena, varia el delito a Negociación 
Incompatible) y en el requerimiento acusatorio de la C.F. 43-2017,de fecha 27-
08-2019 tampoco se cumplió con los presupuestos del referido principio 
(imputación del hecho deficiente, la acusación se ha realizado con mera 
sindicación, y por último en la C.F. 52-2017 de fecha 14 de mayo 2019, no se 
evidenció el cumplimiento de principio de imputación necesaria (no se evidencia 
medios de prueba que respalden los hechos imputados y en cuanto a la 
imputación probatoria, no se ha detallado los elementos de prueba por cada uno 
de los acusados). 
Ahora bien, respecto de los antecedentes se tiene la siguiente discusión:  
Quinteros (2015), el contraste con la tesis del mencionado autor permitió verificar 
los presupuestos del principio de imputación necesaria; toda vez, que el autor 
concluyó que la formulación de la imputación necesaria está construida por un 
contenido personal, factico y jurídico. Presupuestos que no se cumplen en los 
requerimientos acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, periodo 2018 -2019, 
como se ha desarrollado en los resultados del primer objetivo específico. 
Asimismo, indicó que luego de realizarse una correcta imputación se activa a 
favor del imputado la plenitud del ejercicio de sus derechos fundamentales, entre 
ellos, el derecho de defensa, el debido proceso, de contradicción y de 
impugnación, al activarse dichos derechos fundamentales debe respetarse y 
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aplicarse el principio de congruencia en el cual se configura con fuerza los 
derechos fundamentales, los principios rectores y las garantías procesales.  
Dicho incumplimiento acarrea los efectos jurídicos detallados anteriormente. 
Por su parte Zambrano (2018), afirmó que el derecho de defensa dentro de un 
proceso penal permite configurar esa lógica, en la cual no solo se va a considerar 
los medios probatorios que sean presentados por el representante del Ministerio 
Publico, sin que también consideran lo presentado por la oposición (acusado), 
de tal forma que da al tribunal la oportunidad de decidir, sentenciar con mayor 
certeza de lo más correcto. Asimismo, se afirmó que la acusación fiscal contra 
una determinada persona, forma parte objeto del proceso penal, la cual da lugar 
al ejercicio de derecho de defensa, que los hechos imputados y acusados por la 
fiscalía, estén correctamente delimitados, para que el acusado ejerza a plenitud 
su derecho de defensa. Situación que no se ha evidenciado en el estudio de 
casos de los requerimientos acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, en los 
cuales los hechos precedentes, concomitantes y posteriores se detallan en 
general y no por cada acusado, lo mismo pasa con los medios probatorios, ello 
incide directamente en el derecho de defensa, toda vez, que si el acusado no 
tiene claro la imputación, al no respetarse los presupuestos del principio de 
imputación concreta y los requisitos exigidos en el artículo 349 del CPP, no se 
da la oportunidad que el acusado pueda ejercer efectivamente su defensa, 
consecuentemente incidirá en el objeto de debate de las audiencia en el cual se 
vulnerará el principio de contradicción.  
Nacion (2016), en su tesis afirmo que  la imputación necesaria vista desde el 
lado del acusado, constituye el núcleo del derecho de defensa, esto al estar 
reconocido por tratados internacionales, por nuestra constitución, y por normas 
especiales como el CPP, el mismo que debe ser respetado durante el desarrollo 
del proceso penal, en ese sentido, la fiscalía tiene la obligación de velar por su 
estricto cumplimiento de lo contrario desde el inicio (diligencias preliminares) del 
proceso penal hasta el final (juzgamiento).  
Asimismo, en la tesis en mención se concluyó que los derechos y garantías que 
se vulneran al incumplir el principio de imputación necesaria son: El debido 
proceso, derecho de defensa y principio de legalidad, respecto de la vulneración 
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del derecho de defensa concuerda con los resultados de la presente 
investigación.  
Dentro de las teorías vinculadas a las bases argumentativas de la tesis tenemos 
la teoría del caso, según Benavente, esta teoría es el planteamiento que realizan 
las partes (fiscalía y defensa) desde que toman conocimiento de los hechos 
materia de imputación, los cuales están debidamente sustentados con pruebas 
y fundamentos jurídicos, en la misma que cada una de las partes procesales, 
detallara la forma y modo de cómo sucedieron los hechos, atribuyendo 
responsabilidad o no al imputado, ello debidamente corroborado con pruebas 
que serán presentadas en la etapa de juzgamiento. En el caso en concreto esta 
teoría es de importante aporte, toda vez, que el conocimiento y desarrollo de la 
misma permitirá la correcta elaboración de la imputación concreta, a fin de evitar 
la inobservancia de dicho principio, toda vez, que como se ha detallado en los 
resultados y en los antecedentes de la investigación dicha situación vulnera 
derechos fundamentales no permitiendo que el desarrollo del proceso penal se 
de en igualdad de armas, con el respeto de las garantías constitucionales.  
En la construcción de la teoría del caso se va exigir y comprender la relación 
entre el método (teoría del caso) y objeto (imputación concreta). La teoría del 
caso es una herramienta metodológica que tiene como objetivo construir una 
correctamente la imputación concreta, en base a un proceso de construcción, 
saneamientos, recojo de información, eliminación de hechos no relacionados con 
el objeto y demostración.   
Respecto de la teorización de la imputación necesaria, el autor Cáceres (2008), 
plantea que para que el imputado pueda defenderse debe tener conocimiento de 
lo que se le atribuye, esto es, debe tener conocimiento del hecho u que acto 
omitió hace, es decir describir la conducta (factico), que tiene relevancia en el 
aspecto jurídico, exigencia en materia penal. Ello significa describir un 
acontecimiento circunstanciado que es real, detallando el modo, tiempo y lugar 
(temporal y espacialmente) y le proporcione la materialidad concreta, ubicable 
en el tiempo y en el espacio, y no para mentar categorías conceptuales. Dichas 
concepciones no se aplicaron en los requerimientos acusatorios de la FPEDCF 
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de Moyobamba, 2018 – 2019 en los cuales existe ausencia de imputación 
concreta.  
Por su parte el autor Mendoza (2019), refiere que para que se realice el ejercicio 
real e idóneo del derecho defensa, es indispensable que la imputación sea 
concreta, siendo ello un presupuesto necesario para la configuración y garantía 
del principio contradictorio. Es imposible materializar un contradictorio si no se 
tiene una imputación concreta, sin el simplemente no existe proceso, toda vez, 
que es el núcleo central del proceso, el cual va a determinar el carácter cognitivo 
en cualquiera de las tres etapas del proceso penal. Por ello los cuestionamientos 
que realizo ante la inobservancia del principio de imputación concreta en los 
requerimientos acusatorios de la FPEDCF de Moyobamba, evidenciada en los 
resultados, que concuerdan con los antecedentes y las teorías, apuntan a 
generar buenas prácticas con el fin de lograr el respeto de los derechos 
fundamentales, consecuentemente se dé un auténtico proceso penal 
centralmente cognitivo y por lo tanto controlable. 
Asimismo, tenemos la teoría del tipo penal, para el autor Roxin, el tipo penal es 
la descripción concreta de una conducta prohibida; mediante esta teoría se 
establece que, para poder elaborar proposiciones fácticas relevantes 
típicamente, es necesario que se conozca, utilicé y aplique la teoría del tipo; toda 
ves, que los hechos que se dan en la realidad constituyen eventos históricos, 
con un conjunto de características que no siempre son de relevancia penal. Es 
con la teoría del tipo que los hechos son filtrados y el resultado viene a ser las 
proposiciones fácticas que van a estructurar el hecho punible. El tipo penal está 
estructurado con los elementos objetivos y subjetivos, en ellos se exige 
concurrencia de proposiciones fácticas por cada tipo penal, la ausencia de las 
mismas acarrea que el hecho sea atípico. La presente teoría es indispensable 
para poder construir la imputación de un hecho, la misma que no se cumplió en 
los requerimientos analizados. Es preciso señalar que la afirmación de los 
hechos no es discrecional sino está vinculada a la aplicación de la Ley, si hay 
ausencias de proposiciones fácticas realizadoras de algún tipo penal, no se tiene 




VI. CONCLUSIONES  
6.1. Los efectos jurídicos de la inobservancia del principio de imputación 
necesaria en los requerimientos acusatorios de la Fiscalía 
Anticorrupción de Moyobamba, 2018-2019, fueron negativos al 
vulnerar el derecho de defensa; que trajo como consecuencia la 
vulneración del principio contradictorio, el mismo que es el derecho 
que cada parte dentro de un proceso penal, tiene para tomar 
conocimiento respecto de los actos procesales que se realizan, ello 
con la finalidad de poder intervenir y defenderse; sin embargo,  al no 
precisarse la imputación del hecho, imputación jurídica e imputación 
probatoria, no se activa la plenitud de sus derechos fundamentales, 
como se ha evidenciado en los requerimientos acusatorios de la 
Fiscalía Provincial Especializada en Delitos de Corrupción de 
Funcionarios de Moyobamba. Otro de los efectos jurídicos es la 
vulneración del derecho a la presunción de inocencia, este último es 
un derecho fundamental que inclina la balanza a favor del imputado 
(acusado) al exigir dentro de un proceso penal, la existencia de un alto 
nivel de certeza para que se establezca la culpabilidad.  
6.2. Se concluye que en los requerimientos acusatorios de la FPEDCF de 
Moyobamba, 2018- 2019, no se respetó de manera copulativa los tres 
elementos de la imputación necesaria, los cuáles son los siguientes:  
Hecho claro: (tiempo, lugar y modo); imputación probatoria (no se 
acredito con medios probatorios por cada uno de los imputados); y 
elemento jurídico (no existió una descripción típica adecuada, no se 
señaló con claridad los elementos objetivos y subjetivos del tipo penal, 
más aún en los casos en los cuales existió pluralidad de investigados).  
6.3. Las dificultades en la aplicación del principio de imputación necesaria 
se dan porque en muchos casos el trabajo que realizan los Fiscales 
Anticorrupción es mecánico, lo que genera que no delimiten 
correctamente los presupuestos del principio imputación necesaria, 
asimismo se da por falta de un mayor análisis de los actuados, juicios 
de tipicidad deficiente desde la formalización, falta de experiencia del 
personal, falta de independencia (autonomía de los fiscales adjuntos) 
e informes de control confusos.  
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VII. RECOMENDACIONES  
7.1.      La coordinación Nacional de las Fiscalías Provinciales Especializadas en 
Delitos de Corrupción de Funcionarios debe disponer mediante directivas, 
que, en el caso de pluralidad de imputados, se armen cuadernillos de 
medios probatorios por cada acusado, que contengan los informes 
Periciales, documentales, testimoniales, lo cual, además de contribuir con 
el respeto del presupuesto de imputación probatoria, servirá que el 
acusado ejerza correctamente su derecho de defensa. 
7.2.     El Ministerio Publico del Distrito Fiscal de San Martín, deberá contar con 
una Escuela de Formación en Derecho de Penal, en el cual se promueva 
la constante capacitación dogmática, técnica, casuística y jurisprudencial 
a los operadores jurídicos que representan a la FPEDC de Moyobamba. 
Ello permitirá que los fiscales mejoren la aplicación del principio de 
imputación necesaria respetando los presupuestos de manera copulativa, 
desde el inicio del proceso penal.  
7.3.     El Órgano de Control Interno del Distrito Fiscal de San Martín, deberá 
realizar visitas periódicas e inopinadas a la FPEDCF de Moyobamba, que 
le permitan hacer el seguimiento del estado de los casos fiscales, así 
como el cumplimiento de los presupuestos del principio de imputación 
necesaria, durante el desarrollo del proceso penal, de esa manera evitar 
vulnerar derechos fundamentales de los imputados, como se ha 
evidenciado en la presente tesis.  
Por último, se recomienda al Fiscal Provincial de la Fiscalía Provincial 
Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Moyobamba, 
que para una mejor formulación de la imputación concreta, se debe 
trabajar desde la Formalización de la Investigación Preparatoria, es ahí 
donde corresponde especificar detalladamente los facticos de los hechos 
imputados, así como la calificación jurídica en términos de supuestos 
normativos, con estos presupuesto facticos por un lado y jurídicos por otro 
lado se logrará tener congruencia entre los hechos materia de 
investigación y los hechos materia de acusación, que fortalezcan el 
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